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PRONUNCIAMIENTO N.°  057-2008/DOP
Entidad:

Instituto Geológico Minero y Metalúrgico - INGEMMET
Referencia:

Adjudicación Directa Pública Nº 008-2007-INGEMMET/CE, convocada para la adquisición de equipo para almacenamiento externo de información digital
1. ANTECEDENTES 

Mediante Oficio N.º 01-2008-INGEMMET/CE recibido el 18.01.08, subsanado con Oficio N.º 02-2008-INGEMMET/CE, el Presidente del Comité Especial cargo del proceso de selección de la referencia, remitió al Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE) las observaciones formuladas por la empresa COSAPI DATA S.A., así como el Informe Técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante la Ley, y el artículo 116° de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento.

En relación con la observación N.º 3, dado que ésta fue acogida parcialmente, este Consejo Superior sólo emitirá Pronunciamiento respecto del extremo no acogido. De otro lado, tampoco se emitirá Pronunciamiento en relación con la solicitud formulada por la empresa observante en el último párrafo de su Carta s/n de fecha 15.01.08, mediante la cual solicita la elevación de los actuados al CONSUCODE, puesto que ello no fue materia de observación en la etapa correspondiente; sin perjuicio de las observaciones de oficio que se formulen respecto al contenido de las Bases, de conformidad con el artículo 59º de la Ley.  

2. OBSERVACIONES

Observante:
COSAPI DATA S.A.
Observaciones N.º 1 y 3:
Contra las especificaciones técnicas 
A través de la observación N.º 1 el observante cuestiona la disposición contenida en el numeral 3 del rubro “Otros aspectos a considerarse” referida a que “todos los componentes de la solución, provisión de hardware, software, accesorios y partes deben ser de la misma marca, a fin de evitar conflictos electrónicos y de operación durante el funcionamiento de la solución”. Considera que dicha disposición afecta el principio de libre competencia al constituir una barrera para la mayor participación de postores, además de que la marca de un producto no determina superioridad en relación con otras, ni tampoco garantiza el mayor o menor grado de cumplimiento de las prestaciones objeto del proceso de selección. Por lo expuesto, solicita que se suprima dicho requerimiento de las Bases.
Mediante la observación N.º 3, el observante cuestiona la disposición antes señalada, solicitando su supresión.

Pronunciamiento

Toda vez que los cuestionamientos contenidos en las Observaciones N.º 1 y 3 son los mismos, éstas serán absueltas de manera conjunta. 

Al respecto, el numeral 3 del rubro “Otros aspectos a considerarse” establece como un requisito técnico mínimo que “todos los componentes de la solución, provisión de hardware, software, accesorios y partes deben ser de la misma marca, a fin de evitar conflictos electrónicos y de operación durante el funcionamiento de la solución”.
Al absolver la observación el Comité Especial señaló que “la disposición materia de cuestionamiento es requerida para el sistema de almacenamiento (SAN) y los switches SAN, dado que el upgrade a la librería MSL2024 y el software de backup deberán ser del fabricante respectivo”. Asimismo, indicó que en el mercado peruano se encuentran al menos tres (3) fabricantes (subsidiarias) de soluciones de almacenamiento que pueden cumplir con lo solicitado en las Bases. Así, menciona a las empresas Hewlett Packard Perú S.R.L., IBM del Perú S.A.C. y Dell Perú S.A.C.

En adición a lo expuesto, mediante Informe Técnico manifiesta que “dado que el proyecto de adquisición de almacenamiento externo es de gran importancia, la institución debe tener la completa seguridad que la solución sea de total compatibilidad y operatividad entre sus distintos componentes, lo cual es probado y demostrado por el mismo fabricante, pues éste realiza pruebas exhaustivas y certificadas de que todos sus productos interactúan correctamente y sin conflicto alguno”. Agrega que lo expuesto no se presenta cuando existen fabricantes de solución de distintas marcas, sobre todo cuando se trata de una solución de almacenamiento en la cual es crítica la compatibilidad y conectividad entre el arreglo de los discos y los switches SAN. 
Al respecto, mediante Memorando N.º 030-2008/USCO-WPC, la Unidad de Soporte y Comunicaciones del CONSUCODE remite el Informe Técnico N.º 005-2008/USCO-VIMD
, mediante el que da cuenta que “los componentes (piezas y accesorios) de una solución SAN no necesariamente pueden ser de la misma marca, debido a que muchas empresas que proporcionan soluciones SAN no fabrican sus propios componentes”. Además, precisa que “para asegurar el buen funcionamiento y operatividad de los componentes de una solución SAN, las empresas que proporcionan soluciones SAN certifican que dichos componentes interactúen de manera que no generen posibles conflictos electrónicos y de operación”. 
Ahora bien, puesto que de acuerdo con el artículo 12º de la Ley, es de exclusiva competencia de la Entidad establecer las especificaciones técnicas de aquello que contratará, este Consejo Superior ha decidido NO ACOGER la observación, en el sentido que se suprima el numeral 3 del rubro “Otros aspectos a considerarse” del Anexo N.º 11 de las Bases; sin embargo, por las consideraciones expuestas en el Informe Técnico aludido en el párrafo precedente, corresponderá que la dependencia encargada de las contrataciones en coordinación con el área usuaria reformule el numeral 3 antes citado. 

Asimismo, puesto que al absolver la observación el Comité Especial indicó que la disposición contenida en el numeral 3 del rubro “Otros aspectos a considerarse” sólo se aplicaría para el sistema de almacenamiento (SAN) y para los switch SAN para integración de discos y no así para el upgrade conexión a la SAN del MSL2024 ni para el software de backup, puesto que en estos dos casos, debería  ser “del fabricante respectivo”, corresponderá que se informe a este Consejo Superior cuál es el alcance de dicha precisión dado que ésta no resulta clara. 
Observación N.º 2:
Contra las especificaciones técnicas
El observante cuestiona que las Bases requieran la presentación de una carta emitida por el fabricante o subsidiaria local certificando el diseño de la solución ofertada. Al respecto, indica que son los proveedores quienes se obligan a contratar con el Estado, por lo que corresponde que éste y no un tercero, aun cuando sea el fabricante del producto, asegurar el cumplimiento de las prestaciones según lo establecido en los requerimientos técnicos mínimos, las mejoras ofertadas y demás condiciones contractuales. Por lo tanto, solicita que se suprima dicho requerimiento.   

Pronunciamiento

Al respecto, el numeral 5 del rubro “Otros aspectos a considerarse” del Anexo referido a las Especificaciones Técnicas señala que “el proveedor debe incluir una carta emitida por el fabricante o subsidiaria local indicando que es proveedor certificado de los productos ofertados”.
En el pliego de absolución de consultas y observaciones el Comité Especial manifestó que “el requerimiento exigido asegura a la institución que la configuración y diseño haya sido previamente certificada por el fabricante, dado que al ser quien tiene el máximo conocimiento de sus productos podrá detectar algún error que pudiera existir en la configuración y diseño, a fin de que sea subsanado antes de la presentación de propuestas”. Agrega que los principales fabricantes del mercado, tales como HP, IBM, DELL, etc.) pueden emitir dicha carta, pues ya lo han hecho en otros procesos de selección.
Mediante Informe Técnico precisa que la carta solicitada al fabricante o subsidiaria local certificando el diseño de la solución ofertada es para que la institución corra el menor riesgo posible de que se proponga una configuración que no se ajusta con los estándares de diseño definidos por cada fabricante para soluciones similares. 

Según lo expuesto, el requerimiento antes expuesto se orientaría a pretender que sea el fabricante quien garantice la operatividad y compatibilidad de la solución materia de convocatoria, sin considerar que quien se presenta a un proceso de selección en calidad de postor es quien debe verse comprometido con aquello que oferta.  Adicionalmente, cabe indicar que no se conoce cuál es el alcance de la denominada “certificación”.
Por lo expuesto, al ser los postores en un proceso los que se obligan a contratar con el Estado
, correspondiendo a éste y no a un tercero, aún cuando sea el fabricante de los equipos, asegurar el cumplimiento de las prestaciones, este Consejo Superior decide ACOGER la observación, debiendo suprimirse el requerimiento de que el postor presente una carta emitida por el fabricante o subsidiaria local certificando el diseño de la solución ofertada. 
Observación N.º 4:
Contra las especificaciones técnicas

El observante cuestiona que las especificaciones técnicas referidas al “rendimiento” del sistema de almacenamiento, requieran que el arreglo de discos deba tener un nivel de rendimiento mínimo de 150,000 IOPS. Indica que cada marca sustenta y justifica el rendimiento IOPS de la manera más conveniente y bajo diferentes elementos de medida; así, la marca IBM sustenta su rendimiento en 575,000 IOPS Burst I/O Rate-cache reads, HP sustenta aproximadamente 154,000 Random Read I/O (IOPS Cache) y De Sun Microsystems sustenta 575,000 IOPS Cache based. Señala que al ser cada fabricante propietario de su propia medición, no basta con solicitar IOPS (I/O per second), sino que es obligatorio mencionar contra qué elemento (cache, discos, otros) se sustenta el número de I/Os e indicar el tipo y modalidad de operación realizada (lectura/escritura de tipo burst/ramdom). Por lo expuesto, ya que la utilización de la métrica IOPS podría generar orientaciones no éticas, solicita que la característica del “rendimiento” sea considerada opcional.    

Pronunciamiento

Sobre el particular, el artículo 12° de la Ley y el artículo 28° del Reglamento señalan que la Entidad tiene la facultad de determinar, sobre la base de sus propias necesidades, las características, requerimientos y especificaciones técnicas de los bienes, servicios u obras que desea adquirir y/o contratar, los mismos que deberán incidir sobre los objetivos, funciones y operatividad de aquellos.

Ahora bien, las especificaciones técnicas son aquellas descripciones de los bienes, servicios u obras a adquirir o contratar, elaboradas por la Entidad en función de sus propias necesidades. 

Teniendo en cuenta ello, en el Anexo N.º 11 de las Bases se ha establecido en el “rendimiento” del sistema de almacenamiento (SAN), que el arreglo de discos debe tener un nivel de rendimiento de 150,000 IOPS. 

El Comité Especial manifestó, a través de la absolución de la observación, que la Entidad solicita un arreglo de discos que debe tener un nivel mínimo de rendimiento de 150,000 IOPS, sin establecer el tipo de elementos a medir ni la forma de medición. Indicó que el postor puede presentar el arreglo de discos que cuente con la mejor medición posible en IOPS usando la forma más conveniente que tenga, siempre y cuando ésta cumpla con los requerimientos mínimos solicitados, siendo que en las especificaciones técnicas del sistema de almacenamiento SAN y switches SAN no se hace referencia a marca alguna, pudiendo el postor ofertar la marca que cumpla con lo solicitado.
Por lo expuesto, dado que constituye competencia y exclusiva responsabilidad de la Entidad fijar las especificaciones técnicas de lo que contratará, además de que la Entidad ha señalado que los postores pueden ofrecer niveles de “rendimientos” que cumplan con lo mínimo requerido, sin establecer mayores requerimientos, este Consejo Superior ha decidido NO ACOGER la observación.
3. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE CONTRATACIONES Y ADQUISICIONES DEL ESTADO 

En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de adquisiciones y contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 59° de la Ley, este Consejo Superior ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a dicha Ley y su Reglamento. 

3.1. Modificación del calendario del proceso de selección

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 116° y 117º del Reglamento, la integración de Bases se produce luego de la notificación del Pronunciamiento que emita este Consejo Superior. Por tanto, el Comité Especial deberá modificar las fechas de integración de Bases, de  presentación de propuestas y de otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar que debe mediar un lapso no menor de tres (3) días hábiles entre la fecha en que el Comité Especial publique la integración de Bases en el SEACE y la presentación de propuestas, a tenor del artículo 99º del Reglamento.

Finalmente, cabe precisar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 107° del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de haber quedado integradas las Bases; por lo que la fecha límite prevista para acceder al registro de participantes también deberá ser modificada tomando en cuenta la nueva fecha de integración.

3.2. Del contrato

El numeral 7 de las Bases señala que “el plazo de vigencia contractual se inicia después de consentida la Buena Pro, la firma del contrato y entrega de la orden de compra, de ser necesario, y concluye con la conformidad del mismo”.
Al respecto, se advierte que la disposición en comentario no se condice con lo establecido por el artículo 204º del Reglamento. En esa medida, deberá efectuarse las correcciones que resulten necesarias.

3.3. De la propuesta económica

El numeral 18.1 de las Bases hace referencia a un cuadro donde supuestamente se indicarían los montos mínimo y máximo del valor referencial; sin embargo, efectuada la revisión de dicho cuadro se advierte que éste no consigna dicha información. En esa medida, puesto que la información referida a los límites máximos y mínimos del valor referencial ya ha sido consignada en el numeral 4 de las Bases, deberá eliminarse el cuadro adjunto al numeral 18.1 antes citado. 

De otro lado, en el Anexo N.º 8 de las Bases, deberá eliminarse el requerimiento referido a que los postores consignen los precios unitarios y las cantidades de los bienes materia de convocatoria, puesto que al tratarse el presente proceso de una convocatoria a suma alzada dichas referencias resultan excesivas. Asimismo, deberá suprimirse el último párrafo del referido Anexo, en lo que corresponde a que los postores deban declarar conjuntamente con su oferta económica que se comprometen a mantener su oferta hasta la suscripción del contrato, en caso de resultar favorecido con la Buena Pro, dado que dicha información forma parte de lo exigido a través de la declaración jurada requerida en el Anexo N.º 3 de las Bases.

3.4. Contenido de la propuesta técnica

1. El punto 4 del numeral 20 de las Bases exige que los postores presenten una declaración jurada donde acrediten conocer las especificaciones técnicas mínimas indicadas en las Bases y su disposición a cumplirlas, y el punto 5 requiere la presentación de las “especificaciones técnicas mínimas de acuerdo a lo indicado en el Anexo N.º 11”. 

Al respecto, en aplicación del principio de economía, se deberá solicitar en un solo literal la presentación de aquellos documentos necesarios para acreditar el cumplimiento de las especificaciones técnicas. En ese sentido, deberá precisarse si sólo se presentará una declaración jurada para acreditar el cumplimiento de las especificaciones técnicas o qué otro documento se requerirá para ello.

2. El punto 7 del numeral 20 de las Bases, requiere la presentación obligatoria del pacto de integridad. Al respecto, cabe señalar que mediante el artículo 2º de la Resolución de Contraloría N.º 320-2006-CG, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 03.11.2006, se derogó la Resolución de Contraloría N.º 072-98-CG y sus modificatorias, entre las cuales se encuentra la Resolución de Contraloría N.º 123-2000-CG. En esa medida, a la fecha no existe base legal que obligue a la Entidad a requerir el Pacto de Integridad de forma obligatoria; por lo que corresponderá evaluar la pertinencia de mantener dicho requerimiento.
3. Debe señalarse que la “Declaración Jurada indicando ser pequeña o microempresa” es de naturaleza facultativa.

4. Debe indicarse que la obligación de presentar la “Declaración Jurada indicando el número de Código de Cuenta Interbancaria” será sólo para el ganador de la Buena Pro. En tal sentido, dicho documento deberá ser requerido como parte de los documentos necesarios para suscribir el contrato. Dicha precisión también deberá ser tenida en cuenta en el numeral 13 del acápite III de las Bases.

3.5. Otorgamiento de la Buena Pro
El literal a) del numeral 22 del acápite V de las Bases señala que “los participantes presentarán sus propuestas con cargo y en sobre cerrado, dentro del plazo establecido. La “evaluación de propuestas y el otorgamiento de la Buena Pro se realizarán en acto privado”. 

Al respecto, toda vez que de acuerdo con los artículos 121º y 132º del Reglamento, el acto de presentación de propuestas y otorgamiento de la Buena Pro, en el caso de adjudicaciones directas públicas, se realiza en acto público, se deberá adecuar el citado literal conforme a lo expuesto en dichas citas legales. Asimismo, se deberá adecuar el procedimiento del acto de presentación de propuestas según lo establecido por el artículo 123º del Reglamento.
En razón a ello, deberá indicarse en el Anexo N.º 1 de las Bases, el lugar donde se efectuará el acto público de presentación de propuestas y otorgamiento de la Buena Pro.

3.6. Otras precisiones 
3.6.1 Deberá eliminarse del rubro denominado “Del puntaje total” la expresión “el puntaje total se calculará hasta el tercer decimal”, puesto que dicha disposición no se encuentra prevista en la normativa sobre contratación gubernamental.
3.6.2 Debe eliminarse la expresión “para el presente proceso de selección no serán exigibles las garantías de fiel cumplimiento y monto diferencial, conforme lo establece el numeral 2 del artículo 217º del Reglamento”, establecida en el numeral 30 del acápite IX de las Bases, dado que dicha disposición sólo resulta aplicable en las adjudicaciones directas selectivas para contratación de servicios.
En tal medida, al tratarse de la convocatoria de una adjudicación directa pública para la adquisición de bienes, compete que la Entidad exija la presentación de la garantía de fiel cumplimiento y, de ser el caso, de la garantía adicional por el monto diferencial de la propuesta. 
3.6.3 Debe eliminarse de los Anexos N.º 5 y 7 de las Bases la expresión “adquisición de hardware de seguridad de red”, puesto que dicho objeto contractual no corresponde al proceso de selección convocado. 
3.7 Registro de Productos Industriales Nacionales (RPIN) y bonificación del 20% por bienes elaborados en territorio nacional
El Anexo N.º 5 de las Bases señala que “de acuerdo a lo indicado en la Ley N.º 23407, Ley General de Industrias y al Pronunciamiento N.º 049-2005/GTN corresponde que los productos elaborados en el territorio nacional presenten una copia simple del Certificado de inscripción del producto ofertado en el RPIN”.

Con relación al RPIN, es preciso indicar que la Ley N.° 23407, Ley General de Industrias, señala que para ofrecer en venta en el territorio nacional un producto industrial manufacturado en el país, es necesario que dicho producto, previamente, se encuentre inscrito en el Registro de Productos Industriales Nacionales (RPIN) que administra el Ministerio de la Producción. En ese sentido, cuando el producto ofertado por el postor sea manufacturado en territorio nacional, deberá incluirse de forma obligatoria en la propuesta técnica, la copia simple del certificado de inscripción del producto ofertado en el RPIN. 

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que la aplicación de la bonificación del 20% adicional a la sumatoria de la propuesta técnica y económica, regulada en la Ley N.º 27143, únicamente es aplicable en aquellos supuestos señalados expresamente en el Decreto Supremo N.º 003-2001-PCM.  Asimismo, cabe señalar que en caso los postores consideren que sus productos tienen la calidad de los elaborados dentro del territorio nacional a efectos de la Ley N.º 27143, Ley del Desarrollo Productivo Nacional, podrán presentar la declaración jurada correspondiente. Por tratarse de un beneficio, la omisión de la indicada declaración jurada no genera la descalificación de la propuesta.

En consecuencia, no necesariamente todos los productos industriales que son manufacturados en el país (que deben registrarse en el RPIN) tendrán la calidad de bienes elaborados dentro del territorio nacional a efectos de la aplicación de la Ley N.º 27143. De otro lado, no necesariamente todos los bienes considerados elaborados dentro del territorio nacional a efectos de la Ley N.º 27143, deberán estar inscritos en el RPIN, pues no califican como productos industriales manufacturados. 
Este criterio ha sido ratificado por el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado con Resolución N.º 130-2007-TC-SU, que señala que “para efectos de otorgar la bonificación del 20%, sólo se necesita verificar que el postor haya presentado la declaración jurada (…) independientemente de que se haya o no presentado el RPIN”.
Por tanto, corresponde al Comité Especial suprimir el último párrafo del Anexo N.º 5 de las Bases la obligación de que para hacerse acreedores de la bonificación del 20%, los postores deban presentar la copia del RPIN.

3.8 Factores de evaluación
1. Garantía comercial del postor y/o del fabricante
El factor en mención asignará veinte (20) puntos al postor que ofrezca una garantía comercial “mayor o igual a 3 años”. Al respecto, se aprecia que las especificaciones técnicas requieren que la “garantía para los equipos deberá ser al menos de tres (3) años”.
Conforme a lo expuesto, se denota que se estaría asignando puntaje al cumplimiento de un requisito mínimo, esto es, los tres (3) años de garantía mínimo solicitados, lo que contraviene el artículo 64º del Reglamento. En tal sentido se deberá reformular la metodología de evaluación del factor, de tal manera que se establezcan rangos de evaluación que premien mejoras al mínimo solicitado.

2. Experiencia del postor
Se advierte que los rangos de evaluación del factor en comentario no han sido bien determinados. Así, se observa que no se está asignando puntaje cuando los postores acrediten montos facturados que correspondan a tres (3) y cuatro (4) veces el monto del valor referencial. Por tal razón, deberán efectuarse las correcciones que correspondan.
3. Nivel de certificación del postor

El presente factor otorgará puntaje diferenciados en función a si el postor cuenta con un determinado número de personas certificadas en el producto ofertado. Al respecto, puesto que el criterio de evaluación no resulta claro, al no conocerse cuál es la mejora que espera obtener la Entidad, deberá reformularse su contenido cuidando de asignar puntaje sólo a aquello que sea congruente y razonable con el objeto convocado, de lo contrario deberá ser suprimido.
4. Presentación de carta
De acuerdo con el factor en mención, se asignará diez (10) puntos por la presentación de una “carta del fabricante donde indique una disponibilidad igual o mayor a 99.999% para el almacenamiento” y diez (10) puntos al postor que presente “carta del fabricante donde indique que el postor tiene el máximo nivel de parther de la marca”.

Al respecto, como se mencionó con motivo de la absolución de las observación N.º 2, es el postor quien se compromete con aquello que oferta, por lo que deberá suprimirse la referencia a la participación del fabricante.  Además, deberá sustentarse la incidencia del factor en la selección de la mejor oferta. 
3.9 Especificaciones técnicas

El numeral 1 del rubro “Otros aspectos a considerarse” dispone que la garantía para los equipos deberá ser ejecutada directamente por el fabricante, por lo que el proveedor deberá incluir una carta emitida por el fabricante o subsidiaria local indicando que el soporte técnico será ejecutado en forma directa por el fabricante.

Por otro lado, el numeral 2 del mismo rubro, establece que “el proveedor deberá incluir una carta emitida por el fabricante o subsidiaria local indicando que los servicios de instalación y puesta en marcha serán ejecutados directamente por el fabricante”.

Conforme a lo indicado, la Entidad estaría pretendiendo que sea el fabricante de los equipos quien se comprometa a ejecutar el soporte técnico y los servicios de instalación y puesta en marcha de lo requerido, lo que no se encuentra acorde con lo dispuesto por la normativa sobre contratación, puesto que, tal como se ha mencionado con ocasión de  la observación N.º 2, son los postores en un proceso los que se obligan a contratar con el Estado. En esa medida, se deberá suprimir de las especificaciones técnicas, coordinando con el área usuaria, toda aquella disposición en la cual se comprometa al fabricante de los equipos a ejecutar obligaciones que son propias de los postores. 
3.10 Proforma del contrato
3.10.1 Debe modificarse en la cláusula tercera de la proforma del contrato, la referencia al tipo de proceso de selección, debiendo consignarse “adjudicación directa pública”, en lugar de “adjudicación directa selectiva”.

3.10.2 Debe indicarse en la cláusula quinta de la proforma del contrato, que los precios ofertados se mantendrán vigentes hasta la conformidad de la prestación. Asimismo, en dicha cláusula se deberá eliminar la posibilidad de efectuar reducciones en la prestación convocada, conforme a lo señalado por el artículo 42º de la Ley, el cual dispone que no existe reducción en la adquisición de bienes.

3.10.3 La redacción de la cláusula sétima de la proforma del contrato no es clara, puesto que menciona lo referido a la vigencia del contrato y a su vez se adiciona un cuadro para consignar allí el plazo de entrega de los equipos. En esa medida, a fin de no generar confusión a los postores, se deberá reformular la redacción de dicha cláusula separando adecuadamente la disposición referida a la vigencia del contrato y al plazo ofertado. 

3.10.4 Deberá eliminarse de la cláusula décimo segunda de la proforma del contrato, la alusión al término “bancaria”, en lo referido a las cartas fianzas, puesto que ello no se encuentra previsto dentro de lo previsto por el artículo 213º del Reglamento.

3.10.5 Debe indicarse en la cláusula décimo tercera de la proforma del contrato que el contrato rige hasta la conformidad de la recepción de la prestación a cargo del contratista.

3.10.6 Debe adicionarse en la cláusula décimo quinta de la proforma del contrato, las causales de resolución previstas en el artículo 225º del Reglamento.

3.10.7 Debe preverse en la cláusula décimo quinta de la proforma del contrato que la solución de controversias podrá ser resuelta mediante conciliación y/o arbitraje, a tenor de lo dispuesto por el artículo 53º de la Ley.   

3.10.8 La cláusula décimo sexta de la proforma del contrato señala que “para efectos de cualquier controversia que pudiera surgir (…) las partes se someten a la competencia territorial de los jueces y tribunales de Lima.


Al respecto, conforme lo señala el artículo 53º de la Ley, las controversias que se susciten entre las partes, desde la suscripción del contrato, sobre su ejecución, interpretación, resolución, inexistencia, ineficacia o invalidez, deberán resolverse mediante conciliación y/o arbitraje. Por tanto, deberá suprimirse la indicación antes resaltada, en la medida que contraviene lo dispuesto por la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado.
3.11 Precisiones de las especificaciones técnicas
Al absolver las consultas y observaciones planteadas por los participantes del presente proceso de selección, el Comité Especial ha efectuado precisiones respecto de las especificaciones técnicas de los bienes a adquirir
; por lo que, con ocasión de la integración de las Bases, se deberá acreditar, ante este Consejo Superior, que dichas modificaciones provinieron del área usuaria y que resultan indispensables a efectos de la cabal ejecución de la prestación. 

4.
CONCLUSIONES 
En virtud de lo expuesto, el CONSUCODE dispone:
4.1. NO ACOGER las Observaciones N.º 1 y 3 formuladas por la empresa COSAPI DATA S.A., contra las Bases de la Adjudicación Directa Pública Nº 008-2007-INGEMMET/CE, convocada para la adquisición de equipo para almacenamiento externo de información digital. Sin embargo, deberá actuarse conforme a lo allí dispuesto.
4.2. NO ACOGER la Observación N.º  2 formulada por la empresa COSAPI DATA S.A., contra las Bases de la Adjudicación Directa Pública Nº 008-2007-INGEMMET/CE, convocada para la adquisición de equipo para almacenamiento externo de información digital.

4.3. NO ACOGER la Observación N.º 4 formulada por la empresa COSAPI DATA S.A., contra las Bases de la Adjudicación Directa Pública Nº 008-2007-INGEMMET/CE, convocada para la adquisición de equipo para almacenamiento externo de información digital.

4.4. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas por el CONSUCODE en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases del presente proceso de selección. 
Publicado el Pronunciamiento del CONSUCODE en el SEACE, éste deberá ser implementado estrictamente por el Comité Especial, aun cuando ello implique que dicho órgano acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de las etapas del mismo, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que se a necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 116º del Reglamento. 

4.5. A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar 
al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o 
modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y  
observaciones, de acuerdo con el numeral 4 del Anexo I del Reglamento.

           

                                        Jesús María, 07 de febrero de 2008
MSH/.
� Dicho informe fue requerido a través del Memorando N.º 070-2008/DOP-HVC.


� Según la definición contenida en el numeral 44) del Anexo N.º I del Reglamento, postor es la persona natural o jurídica legalmente capacitada que participa en un proceso de selección desde el momento en que presenta su propuesta. Asimismo, el numeral 16) del citado Anexo define al contratista como el proveedor que celebra un contrato con una Entidad, de conformidad con la normativa de contratación pública.





� A tal efecto, cabe recordar que el Comité Especial carece de competencia para autorizar la modificación de dichas especificaciones, por cuanto su determinación corresponde al área de dónde provienen los requerimientos.








